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Resol. Serie “B” N° 19
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los once días del mes de agosto de dos mil veinte, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, como Presidente, y los Dres. Eduardo José Ramón Llugdar y Ana Rosa Rodríguez, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con las Dras. Adriana Carolina del Carmen Mines y Analía Verónica Paez, asistidos por la Secretaria Judicial Autorizante, Dra. Karina Chaud Nigro, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de fs. 404/412 del Expte. Nº 19.100 – Año 2018 – Autos: “A.T.S.A. Filial Santiago del Estero c/ Asociaciones Sindicales del Ministerio de Trabajo de la Nación s/ Amparo Sindical - Casación Laboral”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, y en segundo y tercer lugar, los Dres. Eduardo José Ramón Llugdar y Ana Rosa Rodríguez, respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, las Dras. Adriana Carolina del Carmen Mines y Analía Verónica Paez. 

El  Sr. Vocal, Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, dijo:



Y Vistos:



Para resolver en los autos del epígrafe el recurso de casación interpuesto a fs. 413/419 vta. por los apoderado de la demandada en contra la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones de Trabajo y Minas de Primera Nominación, del 25 de junio del dos mil dieciocho, cuya copia obra a fs. 404/412.---------------------------------



Y Considerando: 



I) Que el recurrente viene por esta vía a cuestionar la decisión del tribunal A-quo de confirmar el fallo de primera instancia (fs. 366/368). Dicha resolución había admitido el amparo sindical interpuesto por la actora y tuvo por válida la elección realizada el día 29/09/2017.-----------------------------------------------



II) Que en lo que interesa para resolver la cuestión planteada, cabe señalar que la Asociación Trabajadores de la Sanidad, el día 29/09/2017 interpuso  acción de amparo atacando la validez de la Resolución Administrativa dictada por la demandada en la que había dispuesto ordenar a la Junta electoral de ATSA abstenerse de celebrar el acto eleccionario de autoridades gremiales previsto para el día 29/09/2017, hasta tanto  se definiera en sede judicial la situación de cinco afiliados, que en ella se identificaba. Solicitó se deje sin efecto el resolutorio referido y se confirme la realización y validez del acto eleccionario que se llevaría conforme a lo establecido en el cronograma electoral. En tal oportunidad además requirió como medida cautelar se permitiera el perfeccionamiento y culminación de los comicios en la fecha prevista.----------------------------



El Juez interviniente -de transición Nº 2- admitió  dicha medida (f. 33), la que ha sido cumplida. Al comparecer  la  demandada planteó la incompetencia del juez (fs. 128/131), luego de lo cual éste se declaró  incompetente en razón de la materia, girando los autos a sede laboral(f. 358). Posteriormente la accionada produjo el informe requerido (fs. 189/199 vta.).------------------



En este marco, la jueza laboral de primera instancia, dictó sentencia considerando que las elecciones se habían llevado en la fecha prevista sin que hubieran sido alteradas por circunstancia alguna, desarrollándose con normalidad cumpliéndose el objetivo propuesto, y resolvió hacer lugar al amparo y validar las elecciones realizadas (fs. 366/368).---------------------------------



Esta sentencia fue apelada por la demandada (fs. 380/385) en base a sostener que se ha desconocido la validez de la resolución administrativa de fecha 28/09/2007 -Expte. Administrativo 1-232-80.271-2017-, dictada en el marco de una cuestión intrasindical, habiéndose cumplido con los requisitos al efecto, y sin que aquella resulte arbitraria. Además se sostuvo que en el fallo se desconoció la competencia exclusiva en la materia de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo según ley 23.551 (arts. 59, 60, 62) y se apartó de esta normativa. -----------------------------------------------



La Cámara de Apelaciones  rechazó el recurso,  dando como razón que de la misma  Ley 23.551, surge que el amparo sindical -art. 47- tramitará ante los jueces con competencia laboral en las respectivas jurisdicciones, y se sustanciará por el procedimiento sumario previsto en la legislación local (art. 63, Ley 23.551, y confirmó lo resuelto por la jueza de primera instancia. Contra lo así resuelto  se interpuso el recurso bajo análisis.----------



III) El casacionista denuncia que en el decisorio que ataca se incurrió en violación de la ley y errónea aplicación de derecho. ---------------------------



Califica al fallo de arbitrario e incongruente, en el punto que el Tribunal ha considerado  que si bien le asistía razón a su parte en cuanto el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad de la Nación es el órgano facultado para intervenir en los proceso electorales, y que en un primer momento el gremio esgrimió correctamente su planteo por la vía asociacional, para luego concluir que la autoridad de aplicación no había impulsado acciones tendientes a impedir, ni se ha opuesto, a las acciones  que el mismo  gremio  llevó a cabo al buscar la vía del amparo en la justicia local ante la inminencia de la realización del acto eleccionario. -----------------------



Al respecto de esta conclusión, afirma que la accionante no podía optar por la Acción de Amparo, y que no  era el único medio para salvaguardar sus derechos, puesto que como lo hizo, ha interpuesto recurso jerárquico en fecha 05/10/2017, sin agotar la vía administrativa argumentando demora en la resolución. Señala que en este sentido contaba con el Amparo por Mora, y en caso de una resolución desfavorable, la vía para atacar era ante la Cámara Nacional de Apelaciones de Trabajo. Aduce que al estar en juego la validez de una acto administrativo dictado por la Dirección Nacional de Asociaciones Sindicales del Ministerio de Trabajo de la  Nación, debió estarse a lo reglado por el art. 62 inc. b, Ley 23551.----



Aduce que ante ello la incompetencia del juzgado interviniente en el caso ha sido notoria y que surgiría por un lado del marco intrasíndical  entre el sindicato y algunos de sus afiliados y por otra parte del acotado ámbito de actuación de la vía excepcional intentada por el que se pretende de manera rápida y expedita dejar sin efecto un acto administrativo. Agrega que no se ha agotado la vía asociacional, ni se cumplió con las previsiones de los arts. 58, 59 y 60 de la Ley 23551.--------------------



Señala que el Tribunal incurrió en error en la apreciación de las constancias de autos, en cuanto ha orientado su juicio para determinar la aptitud jurisdiccional de los tribunales de trabajo provinciales en cuestiones netamente intrasindicales. Aduce que debió distinguirse cuando se está ante una cuestión intrasíndical y cuando se pretende dejar sin efecto un acto administrativo sin agotar las vías legales que existen a tal fin. ---------------------------------------



Por otra parte, critica que se haya  omitido el tratamiento de los demás agravios expresados al interponer el recurso de apelación, no considerando el recurso en su integridad.-----------------------------------------------



En tal sentido denuncia que no se atendió su  queja por el apartamiento a la ley 23551 y el Decreto reglamentario 467/88 en que se encuadra el conflicto, en cuanto ante cuestionamientos de procesos electorales de un sindicato, la normativa referida exige el agotamiento de la vía asociacional y prevé su revisión en forma excluyente por la Cámara Nacional de Trabajo.-------------



Que tampoco se consideró su reproche por el desconocimiento de la eficacia del acto administrativo por una cuestión intrasíndical, y el yerro en que se incurrió en la interpretación de lo que es el fondo de la cuestión,  desde que el juez de primera instancia ha comenzado por señalar que la pretensión de la actora era requerir la suspensión de la resolución controvertida, para luego continuar argumentando que la cuestión de fondo consistía en verificar si las actuales autoridades han cumplimentado con los requisitos para llevar a cabo las elecciones sindicales.-----------------------------------------------



Agrega que también guardó silencio ante el agravio sobre la falta de cumplimiento de disposiciones procesales.-----------------------------------------------



IV) A fs. 432/435 el apoderado de la actora  contesta el recurso y por los fundamentos que allí expone solicita se rechace la casación en todas sus partes.------



V) A ff. 270/272 el Sr. Fiscal General se pronuncia por el rechazo del recurso. Entiende que de los agravios vertidos por el recurrente, se desprende que la crítica gira en torno a la vía que eligiera el actor para el restablecimiento del derecho que se considera vulnerado, entendiendo que debió tramitarse por otro tipo de acción y que en definitiva sería competente otra jurisdicción. Sin embargo, observa que  el actor impetró un Amparo Sindical, ante la justicia local, vía que ese Ministerio estima plenamente procedente conforme la normativa y jurisprudencia de este STJ.  Por lo que entiende que los agravios de la demanda que persisten en ratificar que el actor debió encaminar su pretensión  bajo lo reglado en el art. 59 y 62 inc. b, devienen inoficiosos. Que el objeto puntual de la demanda es el amparo sindical conforme el art. 47, ley 23.551 y la cuestión a resolver es esa y no otra, so pena de sentencia incongruente.---------------------------------------------



Respecto a la omisión de consideración del resto de los agravios, señala que dichos ácapites son derivados del primer agravio, y por lo tanto circunscriptos al estrecho marco del amparo sindical, y que abordar las otras cuestiones, deviene vacuo. -------------------------



VI) Atento a lo dispuesto por el Código Procesal Laboral, corresponde en este estadio procesal expedirse en primer término sobre la admisibilidad formal de la casación bajo estudio (Art. 193, Ley 7049).---------------



En dicha tarea, se advierte de las constancias de la causa, que  el recurso traído a estudio, ha sido impetrado en el plazo fijado a tal fin (notificación personal  de f. 412 vta.), contra una sentencia definitiva emanada de la Cámara de Apelaciones conforme lo dispuesto por los Arts. 181 y 183 de la Ley 7049, y mediante escrito fundado de acuerdo a los recaudos impuestos por el art. 186 del Código Procesal Laboral.--------------------------



VII) Superados los recaudos de admisibilidad formal, y dados los argumentos recursivos expuestos, se entiende necesario considerar en primer término al sustentado en el cuestionamiento de la vía por la que la actora articula  su pretensión en el presente proceso, de lo cual deriva que  la justicia local es incompetente.----



Sobre este punto se esgrime el apartamiento de la Ley 23.551, en cuanto se omitió aplicar los arts. 58, 59, 60 y  62 y el Decreto 467/88. Además reprocha  el razonamiento del A quo por incongruente. En estos términos el planteo del recurrente se encuentra centrado en  cuestiones de naturaleza jurídica, y se encauza en las causales de vía extraordinaria  de la casación (art. 181 CPL), por lo que resulta admisible su tratamiento.--------



En su crítica sobre las consideraciones de la Cámara de Apelaciones de Trabajo sobre la vía de amparo sindical del art. 47 de la Ley 23551, el recurrente insiste en argumentos ya esgrimidos en la instancia anterior, en cuanto define a la cuestión planteada como intrasindical, y postula que debió seguirse la vía asociacional prevista en los arts. 58, 59, y 60 de la Ley 23.551. Agrega que la accionante no puede optar por la acción de Amparo, porque existían otros recursos y  acciones a los que podía acudir. -------------------------



De este modo se traen a consideración dos vías de acción previstas en la Ley 23551, hallándose implicada en la pretensión del actor la invalidez de un acto administrativo dictado por la demandada, y además la validación de acto eleccionario sindical.  ---------------



En este contexto, cabe tener presente que el art. 47 prevé el amparo sindical, cuyo objeto tiende al cese inmediato de un comportamiento antisindical, que se tramita por un proceso sumarísimo, y en cuyo ámbito resultan competentes los jueces o tribunales con competencia en lo laboral en las respectivas jurisdicciones (art. 63, ley 23.551). Por otra parte, la misma ley regula  la vía asociacional con recurso ante la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo (arts. 59, 61 y 62), contemplada  para diferendos que puedan plantearse entre los afiliados a una asociación sindical de trabajadores y ésta -cuestión intrasindical-(art. 60). Además, cabe tener presente que se ha previsto que determinadas  resoluciones administrativas que dictara el Ministerio de Trabajo, en su condición de autoridad de aplicación de ley (arts. 56 y 58) pueden ser objeto de recurso, una vez agotada la instancia administrativa, ante la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo (art. 62, inc. b).--------------------------------------------------



En ese marco legal, resulta oportuno recordar que La ley 23.551, ha introducido en el derecho argentino una acción de amparo, animada por el propósito de asegurar expeditivamente la tutela de un derecho constitucional específico —la libertad sindical, art. 14 bis de la Constitución Nacional—. En concreto, la ley citada alude al llamado "amparo sindical, en el Art. 47, en el que se  afirma explícitamente que custodia "el ejercicio regular de los derechos de la libertad sindical garantizados por la presente ley", derechos de base constitucional. -------



Ahora bien, el trámite del "amparo sindical" no abarca a los reclamos sobre todos los derechos emergentes de la ley 23.551. Así el art. 62 de la ley 23.551 determina la competencia de la Cámara Nac. de Apel. del Trabajo, en forma "exclusiva", para conocer en ciertos asuntos. Como también sucede como por ejemplo con  cuestiones referentes a la práctica desleal, así como el cobro de indemnizaciones y salarios caídos por el trabajador que prefiere dar por extinguido el vínculo laboral al ser despedido o suspendido en infracción a sus derechos a la tutela sindical, tendrán que reclamarse por la vía del juicio sumario.  ------------------------------



Sin embargo, si un derecho constitucional se encuentra afectado y las vías judiciales o administrativas ya previstas no brindan una atención adecuada al problema, el amparo sindical debe ser aceptado, en la particular situación que por el se busca resguardar. Y en este sentido, diversas pretensiones relativas a la libertad sindical son posibles de ser canalizadas por la vía sumarísima del art. 47 de la Ley 23.551, atendiendo que su fin es "el cese inmediato del comportamiento antisindical", y la manera de así disponerlo variará según el tipo del acto lesivo. Podrá tener objetivos "suspensivos, restitutorios" o de "ejecución" de actos omitidos. ------------------------------------------------



Cabe agregar que el amparo sindical de la ley 23.551 (art. 47), puede tener como legitimados "activos" a todo trabajador o toda asociación sindical, y como legitimados "pasivos" aparecen quienes vulneren las garantías cubiertas por el amparo sindical: El Estado, los empleadores o los propios sindicatos, e incluso grupos de particulares que aunque no sean empleadores o gremios, interfieran en el ejercicio de dicha libertad sindical. Y en este sentido, este Alto Tribunal, ha sentado criterio respecto de la procedencia formal de la acción regulada en el art. 47 (denominada amparo sindical) incluso contra actos de la autoridad pública, y no sólo limitados a los de particulares o del sindicato (“Coronel Leonardo Santiago c/ Superior Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero y Consejo General de Educación s/ Acción de Amparo  Apelación”, Resol S “B” Nº 115 del 2/10/2014).----



Ahora bien en este último supuesto, por ser la autoridad de aplicación de la ley sindical, el demandado podría ser el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación. Y en su caso, cabe tener presente que el planteo por la vía del art. 47 Ley 23.551 contra actos administrativos con el rango de Resolución, no se limita a la arbitrariedad del acto o su ilegalidad, sino que además y principalmente al cese inmediato del comportamiento antisindical que podría conllevar el acto impugnado, objeto de la acción de amparo típicamente establecida en la norma citada.------------------------------------------



Específicamente, respecto del amparo sindical ha afirmado destacada doctrina: "Es que no creemos...que para activar la acción genérica de tutela sindical resulte imprescindible que el acto cuestionado contenga arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, fórmula utilizada por el art. 321, inc. 2 del Cód. Procesal, dado que basta la mera demostración de la lesión a la libertad sindical". (Héctor Jorge Scotti, "Derecho Colectivo del Trabajo", La Ley, pág. 371).-------------------------------------------



Por otra parte, respecto al reproche esgrimido sobre la “falta de agotamiento de la vía administrativa”, es de notar que el art. 47 de la ley 23.551 no define a aquél "explícitamente" como vía residual, con lo que, "prima facie", si un mismo acto lesivo podía objetarse por medio de una acción o recurso procesal o administrativo, y también por el amparo sindical, el interesado puede  optar por uno u otro conducto, en atención al objeto de su pretensión, bajo este supuesto no requerirá necesariamente el agotamiento de la vía administrativa para accionar judicialmente procurando el amparo de los derechos de la libertad sindical, exigencia que además no resultaría admisible  si se tiene presente que la finalidad de la vía se justifica por  urgente tutela que debe dispensarse  a los derechos constitucionales en juego, cuando se obstaculiza o lesiona la libertad sindical. --------------



Bajo este razonamiento  se ha señalado que “Debe tenerse presente que la acción de amparo sindical, ante obstáculos graves de los distintos departamentos del Ministerio de Trabajo de la Nación, que impidan, obstaculicen y en definitiva lesionen la libertad sindical, no requiere inexorablemente en la generalidad de los supuestos el agotamiento previo de la vía administrativa. La acción judicial se encuentra directamente habilitada, por aplicación del art. 47 LS, norma que es más amplia y universal que la acción de amparo prevista en la Ley 16.986, ley además contradictoria con la acción constitucional de amparo del art. 43 CN. (Capón Filas, Juan Pablo, la acción de amparo sindical. Su admisibilidad aun en supuestos de falta de agotamiento de la vía administrativa previa”, Publicado en: Sup. Act. 07/06/2011 , Cita Online: AR/DOC/1142/2011).  



El art. 47 de la Ley 23.551 no admite dudas, en el sentido que la acción de amparo sindical sólo requiere la existencia de "obstáculos o impedimentos" a la libertad sindical; cumplido dicho recaudo, corresponde declarar formalmente admisible la acción. La procedencia o improcedencia sustancial del amparo sólo se resolverá al dictarse sentencia definitiva, garantizándose el derecho de defensa del demandado, en el acotado ámbito de conocimiento que implica el proceso. ---------------------



En cuanto a la competencia, resulta claro el  art. 63 de la ley 23.551 que indica, que los jueces o Tribunales laborales en las respectivas jurisdicciones, son los competentes para atender en las cuestiones referentes a la acción de amparo sindical del art. 47. ---



En el marco antes delineado, en el caso es de tener presente que la Asociación de Trabajadores de la Sanidad Argentina (ATSA) inició la presente demanda “amparo sindical”, en los términos del art. 47 de la ley 23.551 contra el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación (MTESS),a los efectos de declarar la nulidad de la Resolución de la Dirección Nacional de Asociaciones Sindicales del MTESS, dictada en el expediente 1-232-80.271/17 (fs. 29/31), dejando señalado que dicho acto conculca el derecho constitucional de sus afiliados de ejercer el sufragio gremial violentado así su libertad sindical, al impedir  la realización del acto eleccionario previsto para el día 29/09/2017, siendo la resolución contraria a pactos internacionales de jerarquía constitucional según el art. 75, inciso 22 de la Constitución Nacional, y el art. 9 decreto 467/88. Fijó su pretensión no sólo en que se declare nulidad la resolución, sino en que se valide el acto eleccionario (f.  1).-------------------------------------------------------



Por su parte, el A quo ha indicado que ante la inminencia de la realización del acto eleccionario, las autoridades del gremio, por la vía del amparo en la justicia local, han buscado el camino para obtener la realización del acto eleccionario y su convalidación por parte de las autoridades judiciales. Y esto lo examinó bajo la pauta de que en el ámbito de la protección de los derecho sindicales y particularmente de la libertad sindical, el régimen de la Ley 23551 implementa una vía autónoma como es el Amparo Sindical, en el que es competente la justicia laboral (art. 47 y 63 LCT.).-------



Por lo tanto, bajo las pautas expuestas, surge de la sentencia objeto de reproche, que se ha dado respuesta fundada a los agravios que  fueron esgrimidos al apelar y que se reiteran al articular el recurso casatorio. En es orden, frente al cuestionamiento de la resolución del Ministerio de Trabajo es de destacar que  el Tribunal A quo, no desconoció las previsiones de la normativa que ha invocado el recurrente, y en tal sentido hizo referencia  a la competencia del Ministerio de Trabajo en una vía por el que puede resultar atacado aquel, pero que no es la intentada en el caso. Luego se atendió  a la que interpuso el actor, subsumiéndola en las previsiones legales que la contempla, esto es el art. 47, Ley 23551 justificándola en la pretensión en cuanto no sólo se pretendía la nulidad de la resolución, sino impedir que se efectivice su disposición por afectar “la libertad sindical”. Por lo que la  decisión, en este punto  no evidencia  los vicios que le imputa el recurrente, en cuanto apartamiento de la ley 23551. En consecuencia el agravio no puede prosperar.-------------------------------



VIII) El recurrente reprocha la omisión de tratamiento de los demás puntos de agravios planteados  en el recurso de apelación (fs. 380/385) resultando  improcedente su argumentación al respecto.---------------



En primer lugar, en su crítica se remite a cuestiones analizadas y resueltas en el punto anterior y 
que fueron desestimadas. En efecto, el recurrente plantea error en la interpretación de la cuestión de fondo, refiriéndolo al contenido del acto administrativo que se ataca, el que encuadra como intrasindical. Sin embargo, como se ha señalado, el objeto del amparo es el cese inmediato del comportamiento antisindical, y con este sentido se ha considerado las pretensiones articuladas por  esta vía, tanto en lo que refiere a impugnación de la resolución en cuanto ordenaba la suspensión de elecciones -más allá del conflicto que abarca- como la de permitir su realización válidamente en el tiempo programado. ---------



Por otra, respecto a los argumentos del recurrente en torno a la falta de análisis sobre la  eficacia de la resolución atacada, se advierte que devinieron abstractos en  el marco del presente proceso. Y es que las elecciones se han realizado (fs. 52/60), y en cuanto su validez, reconocida en la sentencia de primera instancia y confirmada por la Cámara, no se ve afectada, desde que el motivo que diera lugar a la resolución que ordenaba su suspensión ha perdido virtualidad para invalidarla.----------------------------------------------



En efecto, cabe tener presente que el acto administrativo referido ordenaba la suspensión de la elección “hasta tanto se definiera en sede judicial la situación de cinco afiliados”, quienes habían sido expulsados y que por lo tanto no participarían en las elecciones. En su motivación postulaba como finalidad evitar que se vean frustados sus derechos electorales y  hacía  referencia a planteos judiciales  articulados por ellos. Ahora bien, conforme a las constancias de autos, en el único proceso judicial  instando en tal sentido, el juez interviniente se ha declarado incompetente y ha ordenado su archivo, sin que ello hubiera sido cuestionado (fs. 43/44). En este contexto, la falta de intervención  de los afiliados en las elecciones, no surge objetada, ni afecta la validez reconocida al acto eleccionario.--------



Por último y respecto a la omisión del agravio sobre la falta de cumplimiento de normas procesales, se advierte, que si bien no fue objeto de consideración alguna en el fallo atacado, devienen infundado, por lo que no pueden prosperar.--------------------------------------



Así en la apelación, el recurrente ha reprochado que no se habían respetado los plazos procesales para que el proveído de fecha 06/11/2017, que ordenaba el pase a resolver, quedará firme (f. 365), sin embargo no señaló, ni surge evidente, el cuestionamiento del que pudo verse privado de ejercer ante dicha circunstancia. Por otra parte, critica la ausencia en este proceso, de dictamen fiscal según el art. 859, Ley 6910, lo cual remite a la acción amparo, en los términos del art. 850 y cc de la ley referida. Sin embargo, en el presente -amparo sindical-  resulta aplicable el procedimiento sumarísimo establecido en el art. 5045 y cc del CPCC (art. 47, Ley 23551, y conf. Fallo cit.). ---------------------------------------------



Por lo hasta aquí expuesto, corresponde el rechazo de los agravios impetrados en la cuestión.-------- 

En consecuencia, oído que fuera, el Sr. Fiscal General del Ministerio Público, doctrina y jurisprudencia reseñadas, Voto por: I) Rechazar el Recurso de casación interpuesto por la parte demandada a fs. 413/419 vta. II) En consecuencia, confirmar la sentencia dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones de Trabajo y Minas de Primera Nominación, en fecha 25 de junio del dos mil dieciocho, obrante a fs. 404/412.------------------------------------



A estas mismas cuestiones, el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar dijo: Que comparte los argumentos esgrimidos por el Vocal preopinante, Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, emitiendo su voto en idéntico sentido. 



A las mismas cuestiones, la Dra. Ana Rosa Rodríguez, dijo: Que se adhiere en un todo a lo sustentado por el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray votando en igual forma. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Eduardo Federico López Alzogaray – Eduardo José Ramón Llugdar – Ana Rosa Rodriguez – Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
Santiago del Estero, once de agosto año dos mil veinte.



En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: I) Rechazar el Recurso de casación interpuesto por la parte demandada a fs. 413/419 vta. II) En consecuencia, confirmar la sentencia dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones de Trabajo y Minas de Primera Nominación, en fecha 25 de junio del dos mil dieciocho, obrante a fs. 404/412. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Eduardo Federico López Alzogaray – Eduardo José Ramón Llugdar – Ana Rosa Rodriguez – Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
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